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I. INTRODUCCIÓN. LOS ENTES LOCALES EN LA UNIÓN EUROPEA, BREVES CONSIDERACIONES
El objetivo buscado con la presentación de estos informes sobre Derecho comunitario europeo es el mismo que el de los que se refieren a otras cuestiones, destacar las novedades de mayor interés para los entes locales en nuestro caso en el desarrollo de la Comunidad Europea. Sin embargo, la peculiaridad de ésta y el papel que en ella desempeñan los entes locales hace conveniente en nuestra opinión adelantar algunos elementos que ayuden a comprender mejor lo que aquí, y en informes posteriores, pueda decirse.

Lo primero que debe subrayarse es que la Comunidad Europea es una Organización de Estados, pero está más allá de cualquier duda que los entes locales, como cualquier nivel administrativo de los Estados miembros, se encuentran profundamente afectados por el fenómeno comunitario, bien sea por que una buena parte de las normas de Derecho comunitario entran dentro de su esfera de competencias, y deben ser por tanto aplicadas por ellos, como por que son, o pueden ser, destinatarios de numerosos programas e iniciativas que se refieren al ámbito urbano y constituyen instrumentos importantes para ayudarles en su desarrollo en diversos aspectos.

Sin embargo, el proceso comunitario tiene para los entes locales un interés de carácter horizontal, es decir que no estamos ante un ámbito más de actividad en relación con el cual pueda acotarse un sector concreto de novedades de carácter legislativo, jurisprudencial, etc. En lugar de eso se trata de un factor que influye en prácticamente todos los ámbitos de interés de los entes locales. Es por eso que en ocasiones entre las novedades legislativas podrán incluirse normas comunitarias que, aunque no afecten de manera directa y/o exclusiva a los entes locales, si que tengan trascendencia para éstos al modificar el contexto en el que dichos entes locales se encuentran inmersos a nivel comunitario. Y este primer informe constituye una muestra por cuanto se incluyen entre las novedades legislativas el Tratado acordado por los Jefes de Estado y de Gobierno en la pasada Cumbre de Lisboa, con el que se quiere superar el impasse generado con ocasión del Tratado constitucional.

De acuerdo con ese carácter horizontal al que nos referíamos anteriormente no existe una política urbana comunitaria propiamente dicha sino que las cuestiones de interés para los entes locales son objeto de atención en el marco de diversas políticas, entre las que destaca de manera especial la política regional, pero a la que deben añadirse otras como, por ejemplo, las relativas a transporte o medio ambiente. En el marco de la primera de estas políticas, la regional, se han producido recientemente novedades significativas a los efectos de lo que interesa para este informe, en concreto una toma en consideración de forma más expresa del fenómeno urbano en el marco de los Instrumentos de esa política, los Fondos estructurales y el Fondo de Cohesión, con la sustitución de iniciativas anteriores por otras que pueden servir para que los entes locales de los Estados miembros de la Unión desarrollen proyectos en muy diversos ámbitos, pudiendo mencionar en ese sentido instrumentos como JESSICA o JASPERS, lanzados en 2006.

En los párrafos siguientes vamos a intentar exponer de manera esquemática los elementos fundamentales de la participación, directa o indirecta, de los entes locales en el proceso comunitario, especialmente haciendo alusión a las cuestiones de carácter institucional. 

Como ya se ha señalado anteriormente la Unión Europea es una unión de Estados, por lo que el peso fundamental en el marco de las instituciones comunitarias en relación con la adopción de normas de Derecho comunitario corresponde a los Gobiernos de los Estados, dejando para su arreglo en el plano interno la posible inserción de los intereses y puntos de vista de otros niveles administrativos —entes locales y regionales— en la configuración de la posición del Estado.

La única vía de participación directa de los entes locales en la estructura institucional de la Unión Europea es a través del Comité de las Regiones, creado con ocasión del Tratado de la Unión Europea, firmado en Maastricht el 7 de febrero de 1992 y que entró en vigor el 1 de noviembre de 1993. A pesar de su denominación este órgano está compuesto, conforme al artículo 263 del Tratado de la Comunidad Europea, por representantes de los entes regionales y locales de los Estados miembros. Su objetivo es integrar los intereses de esos entes en el proceso comunitario de adopción de decisiones, principalmente mediante los dictámenes que, de forma obligatoria o facultativa, le soliciten las instituciones. En la actualidad el Tratado establece el dictamen preceptivo del Comité de las Regiones en cuestiones como: Fondo Social Europeo (artículo 148), educación (artículo 149.4), formación profesional (artículo 150.4), cultura (artículos 151.5), redes transeuropeas (artículo 156), cohesión económica y social (artículo 159, 161 y 162), medio ambiente (artículo 175.1) y cooperación transfronteriza (artículo 265).

Además el Comité de las Regiones tiene la facultad de adoptar dictámenes por propia iniciativa (artículo 265). En cuanto a su composición se lleva a cabo una distribución proporcional de los 344 miembros, y otros tanto suplentes, entre los distintos Estados miembros, correspondiéndole a España 21, y el mismo número de suplentes. El reparto de esos escaños entre entes locales y regionales se realiza a nivel interno de cada Estado; en el caso español tras una moción del Senado de 20 de octubre de 1993 se decidió que corresponderían uno, y un suplente, a cada Comunidad Autónoma y los cuatro restantes, con sus correspondientes suplentes, a los entes locales, siendo éstos propuestos por la Federación Española de Municipios y Provincias (en este momento son representantes titulares los Alcaldes de Barcelona, Madrid, Palencia y Valencia y suplentes los de Córdoba, Gijón, Tegueste —Santa Cruz de Tenerife— y Valladolid).

Aunque el Comité de las Regiones es la única instancia de participación directa de los entes locales en la estructura institucional de la Comunidad, no es el único foro en el que se tomen en consideración las cuestiones urbanas sino que en varias instituciones existen órganos encargados específicamente de ese ámbito. Así, son varias las unidades existentes en diversas Direcciones Generales de la Comisión centradas específicamente, de forma total o parcial, en cuestiones urbanas, en ese sentido cabe destacar en el seno de la Dirección General de Política Regional, la Dirección D, relativa a cooperación territorial, acciones urbanas y regiones ultraperiféricas, dentro de la cual su Unidad 2 se dedica a las acciones urbanas. Asimismo, en respuesta a la solicitud planteada en su momento por el Parlamento Europeo de cara a la ampliación de la Unión, de que se llevase a cabo una coordinación de todos esos servicios, especialmente con vista al nuevo marco financiero para el periodo 2007-2013, se creo un Grupo Interservicios de la Comisión para la coordinación de las políticas que afectan a la dimensión urbana, cuyo objetivo es trasformar la dimensión urbana en una cuestión de tipo horizontal, que se tome en consideración en todas las políticas, especialmente en las relativas a la cohesión. Ese grupo comenzaba sus trabajos en 2006 habiéndose llevado a cabo diversas reuniones así como la elaboración, este mismo año 2007, de una guía sobre La dimensión urbana de las políticas comunitarias (http://www.ccre.org/news_detail_en.htm?ID=1080).

Todavía en el marco de la Comisión debe señalarse también el diálogo entre ésta y las asociaciones europeas y nacionales de colectividades territoriales, que tiene como principal objetivo integrar la opinión de los entes locales y regionales en el proceso de adopción de decisiones comunitarias en aquellas políticas que tengan efectos territoriales importantes, cuya aplicación es responsabilidad de los agentes locales. Para ello el diálogo tiene lugar en los primeros momentos del proceso decisorio, pudiendo realizarse en dos momentos distintos, bien con ocasión de la presentación del programa de trabajo de la Comisión, o bien al ponerse en marcha grandes iniciativas políticas con efectos territoriales importantes. Las asociaciones que participan en ese diálogo son identificadas por el Comité de las Regiones que proporciona a la Comisión una lista indicativa de las que considera más adecuadas en relación con los temas a tratar en cada reunión. La decisión final corresponde a la Comisión, que puede decidir invitar a otras asociaciones no incluidas en la lista del Comité de las Regiones.

La participación de las asociaciones en ese diálogo está sometida a una serie de criterios fijados por el Comité de las Regiones, en cooperación con las asociaciones de colectividades territoriales. Entre esos criterios pueden señalarse: el carácter representativo de las asociaciones, el grado de afectación por la política objeto de debate, la experiencia y el nivel de conocimientos, la aptitud para presentar una opinión estructurada de manera colectiva y su capacidad para presentar a sus miembros las propuestas y orientaciones de la Comisión (sobre esta cuestión véase la Comunicación de la Comisión sobre el Diálogo con las asociaciones de colectividades territoriales sobre la elaboración de las políticas de la Unión Europea (COM (2003) 811 final, de 19 de diciembre de 2003).

También el Parlamento Europeo presta atención a las cuestiones urbanas destacando en este punto el Intergrupo de Política urbana y vivienda. Los intergrupos no son órganos del Parlamento Europeo de carácter oficial sino foros creados por europarlamentarios de varios grupos políticos con el fin de poder debatir e intercambiar puntos de vista sobre cuestiones concretas. El Intergrupo de Política urbana se creaba el 13 de abril de 2005 y reúne a miembros de las distintas comisiones de Parlamento Europeo que se ocupan de la dimensión urbana, desde presupuestos, economía o empleo hasta medio ambiente, industria y energía, pasando por turismo, mercado interior, transportes, desarrollo regional, cultura o mujer.

Además de la representación directa de los entes locales en la estructura institucional comunitaria (Comité de las Regiones) o de la atención que a las cuestiones urbanas presten esas instituciones, debe señalarse también que los entes locales tienen otras vías para defender sus intereses en el marco comunitario, entre las que destaca la práctica del lobby, es decir de la constitución de grupos de presión, que en el caso de los entes locales, especialmente de los de pequeño o mediano tamaño, se canaliza principalmente a través de las Oficinas permanentes de las distintas regiones, en nuestro caso de las Comunidades Autónomas, en Bruselas, o bien con la asistencia de la Representación Permanente del Estado ante la Unión Europea. No obstante, son varios los ejemplos de representaciones directas de ciudades o grupos de ciudades, la más antigua de las cuales fue la abierta por la ciudad de Birmingham en 1984.

Estas Oficinas cumplen una diversidad de funciones entre las que destacan las de canal de información y medio de contacto con las instituciones comunitarias, así como el ejercicio de la labor de lobby en defensa de los intereses del ente o entes locales que la han creado. Entre las ciudades que cuentan con una oficina en Bruselas pueden mencionarse, por ejemplo, Londres, Viena, Helsinki, Copenhague o Glasgow, así como diversas ciudades de los nuevos Estados miembros del Centro y Este de Europa como, por ejemplo, Lodz en Polonia o Sofía, Varna, Plovdiv y Bourgas en Bulgaria. En el caso de España el ejemplo más significativo es el de la Delegación de la Federación de municipios de Madrid en la Oficina de la Comunidad Autónoma, al que pueden añadirse las oficinas de la Diputación Provincial de Barcelona o del Cabildo insular de Gran Canaria.

I. NOVEDADES NORMATIVAS
Tratado de la Unión Europea (TUE) y Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE)

Los Jefes de Estado y de Gobierno de los Estados miembros de la Unión Europea llegaban a un acuerdo, en el marco del Consejo Europeo celebrado en Lisboa los días 18 y 19 de octubre, en relación con ambos textos que introducen modificaciones a los Tratados actualmente en vigor y que vienen a tomar el relevo del Tratado por el que se establece una Constitución para Europa. Estos nuevos textos serán firmados por los Estados el 13 de diciembre de 2007 en la capital portuguesa, debiendo someterse después a la ratificación de todos ellos para su entrada en vigor. El primer de esos textos, el Tratado de la Unión, consta de 40 artículos y se centra en cuestiones nucleares, como los valores y principios que constituyen el fundamento de la Unión, entre los segundos se destacan los de atribución, subsidiariedad y proporcionalidad; a ello se añaden cuestiones como la ciudadanía europea o las reglas básicas de funcionamiento de las instituciones comunitarias. Por su parte el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea viene a sustituir a los Tratados de la Comunidad Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, que desaparecen como tales siendo sustituidas por la Unión Europea que las sucede en aquellos ámbitos que entraban en la competencia de las anteriores. No obstante, el Tratado de Funcionamiento hace desaparecer la estructura de pilares recogida hasta ahora pero solo de una manera formal puesto que se mantiene la existencia de procedimientos distintos (integración y cooperación intergubernamental) en los ámbitos a los que hasta ahora se aplicaban cada uno de ellos.

Reglamentos de los Fondos Estructurales y el Fondo de Cohesión para el período 2007-2013 (en vigor desde el 1 de agosto de 2006)

1. Reglamento (CE) nº 1083/2006 del Consejo, de 11 de julio, por el que se establecen las disposiciones generales relativas al Fondo de Desarrollo Regional, al Fondo Social Europeo y al Fondo de Cohesión y se deroga el Reglamento (CE) nº 1260/1999 (DOUE nº L 210, de 31 de julio de 2006)

El presente Reglamento establece las disposiciones generales aplicables a los Fondos Estructurales (Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) y Fondo Social Europeo (FSE)), y al Fondo de Cohesión, que se completan para cada uno de ellos en sus respectivos Reglamentos que se señalarán a continuación. De esa forma el Reglamento define los objetivos a conseguir con cada uno de esos instrumentos financieros así como los requisitos que deben reunirse para poder beneficiarse de los mismos, los recursos financieros de los que dispone cada uno de ellos y los criterios por los que se rige la asignación de esos recursos. A estos efectos, el presente Reglamento establece los principios y normas aplicables en materia de cooperación, programación, evaluación, gestión —incluida la gestión financiera—, seguimiento y control, partiendo del principio de responsabilidad compartida entre los Estados miembros y la Comisión.
Por lo que respecta a los entes locales puede destacarse la referencia que en el artículo 25 del mismo se hace al establecimiento de directrices estratégicas para la cohesión económica, social y territorial. En esas directrices, que, tras su publicación por la Comisión, eran aprobadas por Decisión del Consejo de 6 de octubre de 2006 (DOUE nº L 291, de 21 de octubre de 2006), se presta atención a las ciudades destacando su contribución al crecimiento y al empleo. Además este Reglamento sirve de base jurídica para los instrumentos antes señalados y que pueden ser de interés para los entes locales, en concreto:

— JESSICA (Joint European Support for Sustainable Investment in City Areas), auspiciado por la Comisión en colaboración con el BEI y el Banco de Desarrollo del Consejo de Europa, ofrece a las autoridades gestoras de Fondos Estructurales la posibilidad de acceder en mejores condiciones a préstamos financieros.

— JASPERS (Joint Assistance to Support Projects in the European Regions) también apoyado por la Comisión, junto al BEI y al Banco de Desarrollo del Consejo de Europa, ofrece a los nuevos Estados miembros la posibilidad de beneficiarse de asistencia técnica gratuita para llevar a cabo proyectos europeos financiados con Fondos Estructurales o el Fondo de Cohesión. En principio podrán beneficiarse todas las regiones objetivo convergencia si bien la prioridad se concede a las de los nuevos Estados miembros. Se concederá asistencia a los proyectos de medio ambiente que superen los 25 millones € y a los de transporte y otros ámbitos que superen los 50 millones €.

En este sentido resulta de interés la referencia recogida en el artículo 44, en el que se señala que los Fondos Estructurales podrán financiar el gasto de una operación que comprenda contribuciones de apoyo a una serie de instrumentos de ingeniería financiera para la empresa, dedicados principalmente a pequeñas y medianas empresas, entre los que se mencionan los fondos de desarrollo urbano, es decir, fondos que inviertan en asociaciones público-privadas y en otros proyectos incluidos en un plan integrado de desarrollo urbano sostenible.

2. Reglamento (CE) nº 1080/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio, relativo al Fondo de Desarrollo Regional y por el que se deroga el Reglamento (CE) nº 1783/1999 (DOUE nº L 210, de 31 de julio de 2006)

Mediante este Reglamento se concretan las disposiciones generales señaladas en el Reglamento anterior para el Fondo de Desarrollo Regional. Así se señala que su objetivo es contribuir a la financiación de ayudas orientadas a reforzar la cohesión económica y social mediante la corrección de los principales desequilibrios regionales merced al apoyo al desarrollo y al ajuste estructural de las economías regionales, así como a la reconversión de las regiones industriales en declive y de las regiones retrasadas, y a una cooperación transfronteriza, transnacional e interregional —artículo 2—.

Son de especial interés para los objetivos de nuestro informe las referencias de los artículos 6 y 8. En el artículo 6.2.d) se incluye entre las prioridades de las intervenciones del FEDER con arreglo al objetivo de “cooperación territorial europea”, el desarrollo urbano sostenible, entendido como el fortalecimiento de un desarrollo policéntrico a nivel transnacional, nacional y regional que tenga un claro impacto transnacional. Con ese objetivo se apunta que entre las medidas que se adopten podrán incluirse: la creación y mejora de redes urbanas y enlaces urbano-rurales; estrategias para tratar las cuestiones comunes a los ámbitos rural y urbano; conservación y fomento del patrimonio cultural e integración estratégica de polos de desarrollo sobre una base transnacional.
Por su parte el apartado 3.b) de este mismo artículo 6 incluye entre las medidas a través de las que se potenciará la eficacia de la política regional, los intercambios de experiencia relativa a la determinación, traspaso y difusión de las mejores prácticas, incluso sobre el desarrollo urbano sostenible al que hace referencia el artículo 8.

El objetivo del desarrollo urbano sostenible es objeto de atención en el artículo 8 en el que se señala que, en el caso de las acciones que incluyan obras de desarrollo urbano sostenible, según se indican en el artículo 37.4.a) del Reglamento (CE) nº 1083/2006, el FEDER podrá apoyar, cuando sea oportuno, el desarrollo de estrategias participativas, integradas y sostenibles para hacer frente a la elevada concentración de problemas económicos, ambientales y sociales que afectan a las zonas urbanas. Dichas estrategias fomentarán un desarrollo urbano sostenible por medio de actividades tales como: el fortalecimiento del crecimiento económico, la renovación del entorno físico, la recuperación de zonas industriales abandonadas y degradadas, la preservación y revitalización del patrimonio natural y cultural, el fomento del espíritu empresarial, el empleo local y el desarrollo comunitario, y la prestación de servicios a la población que atiendan a la mutación de las estructuras demográficas.

El artículo 6 antes citado sirve de base jurídica para el Programa URBACT II cuyo objetivo es desarrollar intercambios de información y experiencia entre las ciudades y los actores europeos de programas urbanos llevados a cabo por la Unión desde finales de la década de los años ochenta. 
El 15 de marzo de 2007 se aprobaba la versión final del documento de programación del URBACT 2007-2013, en el que podrán participar ciudades de los 27 Estados miembros más Noruega y Suiza, y que cuenta con un presupuesto global de 69 millones €. Centrado en el papel de las ciudades como motor de crecimiento económico, de cara al objetivo de la mejora de la competitividad en el marco de la Estrategia de Lisboa —convertir en 2010 a la Unión Europea en la economía basada en el conocimiento más competitiva y dinámica del mundo—. Cubre 13 áreas de trabajo —participación ciudadana, actividad económica y empleo, inclusión de la población de origen extranjero, regeneración física de áreas urbanas, prevención del crimen urbano, juventud, transporte y medio ambiente, exclusión social, partenariados público-privados, enfoque integrado, sociedad de la información, formación: UDIEZ-UDIEX-ALEP, gobernanza de proyectos y cultura—.

3. Reglamento (CE) nº 1081/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio, relativo al Fondo Social Europeo y por el que se deroga el Reglamento (CE) nº 1784/1999 (DOUE nº L 210, de 31 de julio de 2006)

Al igual que en el caso anterior respecto del FEDER este Reglamento concreta las disposiciones de alcance general del Reglamento (CE) nº 1083/2006 en relación con el Fondo Social Europeo, señalando como objetivo del mismo el contribuir a ejecutar las prioridades de la Comunidad por lo que respecta al refuerzo de la cohesión económica y social mejorando el empleo y las oportunidades de trabajo, favoreciendo un alto nivel de empleo y la creación de más y mejores puestos de trabajo. 

Con ese fin el Fondo Social apoya las políticas nacionales destinadas a alcanzar el pleno empleo y la calidad y la productividad en el trabajo, a promover la inclusión social, en particular, el acceso de las personas desfavorecidas al empleo, y a reducir las disparidades nacionales, regionales y locales en materia de empleo.

4. Reglamento (CE) nº 1084/2006 del Consejo, de 11 de julio, por el que se crea el Fondo de Cohesión y se deroga el Reglamento (CE) nº 1164/1994 (DOUE nº L 210, de 31 de julio de 2006)

En este caso se concreta el régimen particular del Fondo de Cohesión identificándose en primer lugar el objetivo principal del mismo, como es el mantenimiento de un equilibrio adecuado y la atención a las necesidades específicas de cada Estado miembro beneficiario en materia de inversión e infraestructuras. En esa línea se señalan como ámbitos de intervención las redes transeuropeas y el medio ambiente. A este respecto el Reglamento señala que podrán concederse ayudas del Fondo en ámbitos relacionados con el desarrollo sostenible que presenten beneficios claros para el medio ambiente, como la eficiencia energética y las energías renovables y, por cuanto se refiere a los transportes que no formen parte de las redes transeuropeas, el transporte ferroviario, fluvial y marítimo, los sistemas intermodales de transporte y su interoperabilidad, la gestión del tráfico marítimo, aéreo y por carretera, el transporte urbano limpio y el transporte público.

5. Reglamento (CE) nº 1828/2006 de la Comisión, de 8 de diciembre, por el que se fijan normas de desarrollo para el Reglamento (CE) nº 1083/2006 del Consejo (DOUE nº L 371, de 27 de diciembre de 2006)

El presente Reglamento tiene como objetivo la adopción de disposiciones de aplicación del Reglamento (CE) nº 1083/2006, por lo que, como ya se ha dicho, se establecen las reglas generales aplicables a los Fondos Estructurales y al Fondo de Cohesión. Entre esas disposiciones de aplicación se incluye la elaboración de un plan de comunicación que determine al detalle las medidas en materia de información y publicidad necesarias para colmar el vacío existente en cuanto al conocimiento que los ciudadanos de la Unión Europea tienen del papel de la Comunidad en los programas de financiación destinados a reforzar la competitividad económica, crear puestos de trabajo y fortalecer la cohesión interna. Con el mismo fin, también es necesario determinar las responsabilidades y funciones que han de desempeñar las diferentes partes implicadas.

En el marco de ese plan de información sobre las posibles oportunidades de financiación disponibles entre las partes interesadas se señalan algunas medidas como la obligación de hacer públicos los pasos que ha de seguir un beneficiario potencial para presentar una solicitud de financiación, así como los criterios de selección que se van a aplicar. Igualmente se apunta que deben publicarse, electrónicamente o por otros medios, la lista de beneficiarios, los nombres de las operaciones y la cantidad de fondos públicos asignados a cada operación.
Reglamento (CE) nº 1082/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio, sobre la Agrupación europea de cooperación territorial (DOUE nº L 210, de 31 de julio de 2006)

Este Reglamento fija las condiciones y modalidades de creación de una nueva figura jurídica para la cooperación territorial, señalando como objetivo de la misma facilitar y fomentar entre sus miembros la cooperación transfronteriza, transnacional e/o interregional, denominada en lo sucesivo "cooperación territorial", con el fin exclusivo de reforzar la cohesión económica y social.

Con ese fin se le atribuye personalidad jurídica, señalándose que tendrá en cada uno de los Estados miembros la más amplia capacidad jurídica de actuación que la legislación nacional de ese Estado miembro reconozca a las personas jurídicas. Podrá, en particular, adquirir o enajenar bienes muebles o inmuebles, emplear personal y comparecer en juicio como parte.

En cuanto a la composición apunta que la Agrupación Europea de Cooperación Territorial (AECT) podrá constituirse por miembros, dentro de los límites de sus competencias con arreglo a la legislación nacional, de dos o más Estados pertenecientes a una o más de las siguientes categorías:

a) Estados miembros;

b) autoridades regionales;

c) autoridades locales;

d) organismos regidos por el Derecho público a efectos del artículo 1.9.2 de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES
Al ser éste el primer informe que se presenta, creemos necesario hacer referencia a los pronunciamientos más destacados relativos a los entes locales en los que sientan las líneas básicas posteriormente seguidas por el propio Tribunal en reiterada jurisprudencia. En este sentido las sentencias más relevantes son, por orden cronológico:

Sentencia de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, as. 103/88 (Rec. p. 1839, § 32)
El municipio de Milán convoca un concurso de obras para la remodelación del estadio G. Meazza teniendo en cuenta los mundiales de fútbol de 1990 y en dicha convocatoria se declara que se adjudicará el contrato a la oferta de precio más bajo, aunque “de conformidad con el artículo 4 del Decreto-ley 206, de 25 de mayo de 1987, se considerarán anormales y, por consiguiente, se excluirán de la licitación, aquellas ofertas que incluyan una reducción de un porcentaje superior a la media de los porcentajes de las ofertas admitidas, aumentada en 10 puntos”. A resultas de la aplicación de esta norma es excluida de la licitación la oferta presentada por Frattelli Costanzo SpA, por lo que esta empresa solicita ante el Tribunale amministrativo regionale per la Lombardia la anulación de esta resolución alegando que el Decreto-ley en el que se basa la exclusión es incompatible con el artículo 29.5 de la Directiva 71/305. El Tribunal italiano presenta al Tribunal de Justicia una cuestión prejudicial en la que, entre otras cosas, se le pregunta si “a toda administración pública, incluida la administración local, le incumbe la obligación de aplicar lo dispuesto en el artículo 29.5 de la Directiva 71/305, inaplicando aquellas disposiciones de Derecho nacional no conformes al mismo”.

El Tribunal de Justicia responde afirmando que: “Por lo que respecta, más en concreto, al apartado 5 del artículo 29 de la Directiva 71/305, del análisis de la primera cuestión se desprende que dicha disposición no está sujeta a condición alguna y es lo suficientemente precisa como para que los particulares puedan ampararse en ella frente al Estado. Así pues, éstos están legitimados para invocar la Directiva ante los órganos jurisdiccionales nacionales y, como se desprende de lo expuesto, todos los órganos de la Administración Pública, incluso los no integrados en la Administración Central, como pueda ser el caso de un municipio, están obligados a aplicarla”.

Sentencia de 14 de julio de 1994, Faccini Dori, as. C-91/92 (Rec. p. I-3325, § 26)
La Sra. Faccini se suscribe a un curso de inglés por correspondencia y, días después, apoyándose en la Directiva 85/577, notifica a la otra parte, Recreb Srl la rescisión del contrato, pero la citada empresa no acepta la renuncia y consigue del Giudice conciliatore de Florencia la condena de la Sra. Faccini al pago de la cantidad convenida más los intereses correspondientes. El problema es que la Directiva alegada por la Sra. Faccini no ha sido transpuesta al ordenamiento italiano a pesar de que el plazo para hacerlo ya ha transcurrido, por lo que el Giudice conciliatore presenta una cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia a resultas de la cual el Tribunal comunitario concluye que: “Debe recordarse además que es jurisprudencia reiterada, a partir de la sentencia de 10 de abril de 1984, Von Colson y Kamann (14/83, Rec. p. 1891), apartado 26, que la obligación de los Estados miembros, dimanante de una Directiva, de alcanzar el resultado que la misma prevé, así como su deber, conforme al artículo 5 del Tratado, de adoptar todas las medidas generales o particulares apropiadas para asegurar el cumplimiento de dicha obligación, se imponen a todas las autoridades de los Estados miembros, con inclusión, en el marco de sus competencias, de las autoridades judiciales. Según se desprende de las sentencias del Tribunal de Justicia de 13 de noviembre de 1990, Marleasing (C-106/89, Rec. p. I-4135), apartado 8, y de 16 de diciembre de 1993, Wagner Miret (C-334/92, Rec. p. I-6911), apartado 20, al aplicar el Derecho nacional, ya sea disposiciones anteriores o posteriores a la Directiva, el órgano jurisdiccional nacional que debe interpretarlo está obligado a hacer todo lo posible, a la luz de la letra y de la finalidad de la Directiva, para, al efectuar dicha interpretación, alcanzar el resultado a que se refiere la Directiva y de esta forma atenerse al párrafo tercero del artículo 189 del Tratado. 

Sentencia de 4 de marzo de 1999, HI, as. C-258/97 (Rec. p. I-1405, § 25)
El Hospital Ingenieure Krankenhaustechnik Planungs-Gesellschaft mbH (HI) presentó una oferta en un procedimiento de licitación convocado por la Landeskrankenanstalten-Betriebsgesellschaft (sociedad de gestión de los hospitales del Land) para la construcción de un hospital pediátrico en Klagenfurt. El objeto de la licitación eran una serie de servicios de ingeniería entre los que se contaban actividades de planificación, de asesoramiento y de estudio para las diversas instalaciones médicas. 

Tras la adjudicación del contrato a la sociedad vienesa CMT Medizintechnik Gesellschaft mbH, el HI interpuso un recurso ante el Unabhängiger Verwaltungssenat für Kärnten aduciendo que dicho procedimiento era ilegal por infringir la normativa comunitaria relativa a los contratos públicos de servicios. El órgano jurisdiccional austriaco presenta una serie de cuestiones prejudiciales al Tribunal de Justicia para la interpretación de la la Directiva 89/665/CEE del Consejo, de 21 de diciembre de 1989, relativa a la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas referentes a la aplicación de los procedimientos de recurso en materia de adjudicación de los contratos públicos de suministros y de obras (DO L 395, p. 33), y de la Directiva 92/50/CEE del Consejo, de 18 de junio de 1992, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de servicios (DO L 209, p. 1).

El Tribunal comunitario refiere en su sentencia que: “Habida cuenta de tales circunstancias, el Tribunal de Justicia recordó, en los apartados 43 y 25, respectivamente, de las sentencias Dorsch Consult y Tögel, antes citadas, que la obligación de los Estados miembros, derivada de una Directiva, de alcanzar el resultado previsto por esta última, así como su deber, conforme al artículo 5 del Tratado CE, de adoptar todas las medidas generales o particulares apropiadas para asegurar el cumplimiento de dicha obligación, se imponen a todas las autoridades de los Estados miembros, con inclusión, en el marco de sus competencias, de las autoridades jurisdiccionales. De ello dedujo que, al aplicar el Derecho nacional, bien se trate de disposiciones anteriores o posteriores a la Directiva, el órgano jurisdiccional nacional que debe interpretarlo está obligado a hacerlo, en todo lo posible, a la luz del tenor literal y de la finalidad de la Directiva para alcanzar el resultado que ésta persigue y cumplir así lo establecido en el párrafo tercero del artículo 189 del Tratado CE (véanse las sentencias de 13 de noviembre de 1990, Marleasing, C-106/89, Rec. p. I-4135, apartado 8; de 16 dediciembre de 1993, Wagner Miret, C-334/92, Rec. p. I-6911, apartado 20, y de 14 de julio de 1994, Faccini Dori, C-91/92, Rec. p. I-3325, apartado 26)”.

Sentencia de 29 de abril de 1999, Ciola, as. C-224/97 (Rec. p. I-2517, § 30)
El Sr. Ciola es gerente de la sociedad ABC-Boots-Charter GmbH que en 1990 arrendó algunos terrenos situados en la orilla del lago Constanza. Dicha sociedad recibió autorización para establecer allí 200 puestos de atraque para embarcaciones de recreo, 60 de los cuales quedan reservados a extranjeros.  Mediante resolución de 10 de julio de 1996, el Unabhängiger Verwaltungssenat (Cámara administrativa independiente) del Land Vorarlberg declaró que el Sr. Ciola, como gerente de la sociedad antes mencionada, era culpable de haber arrendado dos puestos de atraque a propietarios de embarcaciones residentes en el extranjero, a saber, en el Principado de Liechtenstein y en la República Federal de Alemania, siendo así que el contingente máximo de 60 puestos reservados a los extranjeros ya había sido rebasado. 

En consecuencia, dado que el Sr. Ciola no había respetado las condiciones fijadas por la normativa nacional y por ello había cometido una falta administrativa en el sentido de la letra f) del apartado 1 del artículo 34 de la Landschaftsschutzgesetz, se le impuso una multa de 75.000 ÖS por cada una de las infracciones. El Sr. Ciola recurre las multas impuestas ante el Verwaltungsgerichtshof y éste plantea al Tribunal de Justicia dos cuestiones prejudiciales en cuya resolución el Tribunal comunitario indica: “[…] que, por un lado, están sujetos a esta obligación de primacía todos los órganos de la Administración Pública, incluso los no integrados en la Administración Central, contra los que los particulares están, por tanto, legitimados a invocar esta disposición comunitaria (sentencia de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, 103/88, Rec. p. 1839, apartado 32)”.

Además de estas sentencias “ya clásicas”, otras más recientes del Tribunal de Luxemburgo reiteran esta jurisprudencia que, por tanto, se encuentra plenamente vigente, indicando también que la obligación de cumplir el Derecho comunitario se atribuye a todos los órganos de la Administración de un Estado, así como la de adoptar todas las medidas generales o particulares apropiadas para asegurar el cumplimiento de dicha obligación. En este sentido, se pueden destacar las siguientes resoluciones:

Sentencia de 4 de octubre de 2001, Jiménez Melgar y Ayuntamiento de Los Barrios, as. C-438/99 (Rec. p. I-6915, § 28)
Desde junio de 1998, la Sra. Jiménez Melgar fue contratada por el Ayuntamiento de Los Barrios, en calidad de trabajadora por cuenta ajena, para ejercer a tiempo parcial actividades de asistencia domiciliaria de jubilados sin familia, limpieza y cuidado de niños. Esta relación continuó con nuevos contratos o prórrogas de los mismos hasta que, el 12 de mayo de 1999, la Sra. Jiménez Melgar recibió un escrito del Ayuntamiento en el que se le comunicaba que su contrato finalizaba el 2 de junio de 1999. Mientras tanto, el Ayuntamiento había sido informado del embarazo de la Sra. Jiménez Melgar, aunque no consta en autos la fecha exacta de la comunicación. El 7 de junio de 1999 se celebró una reunión con la Sra. Jiménez Melgar para reconducir su relación laboral mediante la firma de un quinto contrato de trabajo a tiempo parcial. Sin embargo, la Sra. Jiménez Melgar se negó a firmarlo y, al día siguiente, dirigió una carta de reclamación al Ayuntamiento, en la que alegaba que su anterior contrato con este último no se había extinguido, ya que fue despedida de forma discriminatoria y con vulneración de sus derechos fundamentales. Por consiguiente, afirmaba, no debía suscribirse un nuevo contrato, sino que procedía simplemente su reincorporación a su puesto de trabajo. En estas circunstancias se interpuso el recurso de la Sra. Jiménez Melgar contra el Ayuntamiento ante el Juzgado de lo Social Único de Algeciras, quien remite cuestión prejudicial al Tribunal de Justicia y éste responde, entre otras cosas, lo siguiente:
“A este respecto, procede recordar que, según jurisprudencia reiterada, la obligación de los Estados miembros, derivada de una Directiva, de alcanzar el resultado previsto por esta última, así como su deber, conforme al artículo 5 del Tratado CE (actualmente artículo 10 CE), de adoptar todas las medidas generales o particulares apropiadas para asegurar el cumplimiento de dicha obligación, se imponen a todas las autoridades de los Estados miembros (sentencias de 14 de julio de 1994, Faccini Dori, C-91/92, Rec. p. I-3325, apartado 26, y de 4 de marzo de 1999, HI, C-258/97, Rec. p. I-1405, apartado 25) y, en particular, a las autoridades no integradas en la administración central, como los ayuntamientos (sentencias de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, 103/88, Rec. p. 1839, apartado 32, y de 29 de abril de 1999, Ciola, C-224/97, Rec. p. I-2517, apartado 30)”.

Sentencia de 7 de septiembre de 2006, Vassallo, as. C-180/04 (Rec. p. I-7251, § 26)
El Sr. Vassallo fue contratado en calidad de cocinero por Azienda Ospedaliera Ospedale San Martino di Genova e Cliniche Universitarie Convenzionate (Centro Hospitalario) mediante dos contratos sucesivos de duración determinada, siendo despedido en el momento en que se presentó en su puesto de trabajo en la fecha de vencimiento del segundo contrato. El Sr. Vassallo impugnó la decisión de despido ante el Tribunale di Genova, solicitándole, por una parte, que sobre la base del Decreto Legislativo nº 368/2001 declarara la existencia de una relación laboral por tiempo indefinido con el Centro Hospitalario y, por otra, que condenara a este último al pago de las retribuciones adeudadas y a la reparación de los daños causados. Sin embargo, el Tribunal nacional encuentra dificultades a la hora de interpretar determinadas disposiciones del Derecho italiano en relación con algunas normas de Derecho comunitario, por lo que presenta al Tribunal de Luxemburgo determinadas cuestiones prejudiciales a las que el Tribunal responde lo siguiente:

“En primer lugar, en cuanto a la excepción de inadmisibilidad propuesta por el Centro Hospitalario, basta señalar que de la resolución de remisión se desprende que el órgano jurisdiccional nacional considera probado que dicho Centro constituye una institución del sector público vinculada a la Administración pública. Pues bien, según reiterada jurisprudencia, una directiva puede invocarse no sólo frente a las autoridades del Estado, sino también frente a organismos o entidades que estén sometidos a la autoridad o al control del Estado o que dispongan de poderes exorbitantes en relación con los que se derivan de las normas aplicables en las relaciones entre particulares, tales como las entidades territoriales o aquellos organismos a los que, con independencia de su forma jurídica, se les haya encomendado, en virtud de un acto de la autoridad pública, la prestación de un servicio de interés público bajo el control de esta última (sentencias de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, 103/88, Rec. p. 1839, apartado 31; de 12 de julio de 1990, Foster y otros, C‑188/89, Rec. p. I‑3313, apartado 19, y de 5 de febrero de 2004, Rieser Internationale Transporte, C‑157/02, Rec. p. I‑1477, apartado 24)”.

Sentencia de 14 de junio de 2007, Medipac-Kazantzidis, as. C-6/05 (todavía sin publicar, § 43)

El hospital general de Heraclion llamado Venizeleio-Pananeio convocó el 8 de diciembre de 2003 una licitación pública para la adjudicación al precio más bajo de un contrato relativo al suministro de distintos tipos de suturas quirúrgicas por un importe de 131.5000 € (IVA incluido). Dicho anuncio precisaba que los citados productos debían estar certificados conforme a la Farmacopea Europea y llevar el marchamo CE. Medipac figuraba entre las nueve sociedades que presentaron una oferta cumpliendo los requisitos establecidos en la convocatoria, pero la recomendación del Comité encargado de examinar los anuncios recomendó excluir los materiales que proponía Medipac por haberse comprobado que eran defectuosos, por lo que se desestimó la oferta de la citada empresa.

El 5 de abril de 2004, Medipac presentó a la Administración del Venizeleio‑Pananeio una reclamación contra la citada decisión denegatoria. En dicha reclamación, la citada sociedad alegaba, en particular, que las especificaciones técnicas en las que se había fundado el rechazo de su oferta no estaban incluidas en el pliego de condiciones del anuncio de licitación, resultaban imprecisas, incluso incomprensibles, no permitían apreciar correctamente las exigencias relativas a los materiales que debían suministrarse y diferían de las características técnicas a las que alude la Directiva 93/42 para tales materiales. Medipac afirmaba también que los materiales que había propuesto, que se atienen a las exigencias de la Farmacopea Europea, ni presentaban ni tampoco podían presentar las imperfecciones técnicas que invocaba el referido hospital.

Se interpuso un recurso ante el Symvoulio tis Epikrateias (Consejo de Estado griego) contra dicha resolución denegatoria. En su recurso, Medipac invocó los mismos motivos que había formulado en su reclamación. En estas circunstancias, el Symvoulio tis Epikrateias decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia cuestiones prejudiciales a las que el Tribunal de Luxemburgo contesta lo siguiente:

“Según una reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, las obligaciones derivadas de las Directivas comunitarias se imponen, en particular, a los organismos o entidades que estén sujetos a la autoridad o al control de una autoridad pública o del Estado (véanse, en este sentido, las sentencias de 26 de febrero de 1986, Marshall, 152/84, Rec. p. 723, apartado 49; de 22 de junio de 1989, Fratelli Costanzo, 103/88, Rec. p. 1839, apartados 30 y 31; de 12 julio de 1990, Foster y otros, C‑188/89, Rec. p. I‑3313, apartado 18, y el auto de 26 de mayo de 2005, Sozialhilfeverband Rohrbach, C‑297/03, Rec. p. I‑4305, apartado 27). Por consiguiente, la obligación de presumir que los productos sanitarios que cumplan las normas armonizadas y estén provistos del marchamo CE se ajustan a los requisitos de la Directiva 93/42 es de aplicación al Venizeleio‑Pananeio, en su calidad de organismo de Derecho público”.

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES 

En esta sección se hará referencia a documentos que resulten de interés a los fines de nuestro informe y que no entren en las otras categorías. En ese sentido son dos los tipos de referencias que normalmente se podrán encontrar, por una parte, documentos preparatorios que pueden conducir a la adopción de actos normativos y, por otro, menciones a las distintas iniciativas y programas comunitarios que pueden ser de interés para los entes locales.

DOCUMENTOS PREPARATORIOS
Dictamen del Comité de las Regiones sobre La aplicación de la legislación de la UE por las regiones y los entes locales (DOCE nº 374, de 23 de diciembre de 1999)

Este dictamen tiene su razón de ser en el hecho de que la legislación de la Unión Europea afecta de manera cada vez más importante a esferas de competencia de los entes regionales y locales por lo que resulta esencial la participación de éstos a escala nacional, tanto en el proceso de aplicación legislativa de la legislación comunitaria a través de la legislación nacional como en su cumplimiento. El documento da un repaso a las diversas formas en que se lleva a cabo la incorporación de las entidades regionales y locales a la aplicación legislativa de las directivas comunitarias, así como a la aplicación administrativa de la legislación de la Unión Europea. Además se apuntan algunos problemas planteados a ese respecto, en especial en lo que se refiere al logro de un equilibrio entre la Unión Europea, los Estados miembros y los entes locales y regionales, así como la garantía de que la legislación presenta una calidad media satisfactoria y que se tengan en cuenta las consecuencias económicas y administrativas de su aplicación para los entes locales y regionales.

Resolución del Parlamento Europeo sobre La dimensión urbana en el contexto de la ampliación (DOUE nº C 233E, de 28 de septiembre de 2006)
El Parlamento Europeo subraya el protagonismo de las zonas urbanas en el proceso de construcción europea, en especial en lo que se refiere al desarrollo regional, y la gran disparidad existente entre los Estados miembros en términos de política urbana, especialmente en los nuevos Estados miembros que no han puesto en marcha en muchos casos una política clara en ese aspecto. A eso se añade que aunque la Unión Europea no dispone de una política urbana de forma estricta si no que tiene varias de sus políticas con claras repercusiones en ese ámbito. Conforme a todo lo señalado el Parlamento Europeo expresa su convicción de que las ciudades y las zonas urbanas, especialmente las de tamaño pequeño o mediano, deben tener un papel central en el logro de los objetivos de la Estrategia de Lisboa. Por otra parte dirige una serie de propuestas a las instituciones comunitarias con el objetivo de dar un mayor reconocimiento a las cuestiones urbanas en las políticas comunitarias, comenzando por pedir a la Conferencia de Presidentes que modifique el Reglamento del Parlamento Europeo en lo que se refiere a las competencias de la Comisión de Desarrollo Regional para integrar expresamente las cuestiones urbanas.

Por su parte pide a la Comisión que lleve a cabo una planificación horizontal de la dimensión urbana y que avance en la coordinación de los distintos servicios de la misma que se ocupan, de una u otra forma, de las cuestiones urbanas, proponiendo la creación del grupo Interservicios ya mencionado en la introducción. Asimismo se pide a la Comisión y a los Estados miembros la instauración de un diálogo territorial en el que las distintas autoridades, tanto locales como regionales, puedan asumir un papel en la adopción de decisiones en políticas con dimensión urbana. Al Consejo se le solicita que organice una reunión anual de Ministros de los Estados miembros responsables de política urbana. Además, apunta que los Fondos Estructurales y el Fondo de Cohesión deben ser instrumentos para el desarrollo urbano sostenible, celebrando la integración de la dimensión urbana en los mismos.

Dictamen prospectivo del Comité de las Regiones relativo a la Contribución de los entes regionales y locales a la estrategia de la Unión Europea para un desarrollo sostenible (DOUE nº C 197, de 24 de agosto de 2007)

El Comité de las Regiones recuerda el papel de los entes locales y regionales en la realización del desarrollo sostenible mediante la labor de las colectividades en las zonas urbanas o rurales. Afirma que la Agenda 21 es el principal instrumento para la realización de políticas elaboradas y aplicadas mediante amplios procesos participativos, pero advierte que la consolidación de esos procesos solo será posible si tienen una repercusión específica en la gestión de los presupuestos de los niveles de gobierno correspondientes, en especial cuando éstos gestionan recursos procedentes del presupuesto comunitario. Además, el Comité de las Regiones subraya la importancia de que la Comisión plantee propuestas para impulsar el desarrollo sostenible cuya formulación facilite su aplicación a nivel local y regional, en función de las condiciones específicas de los distintos Estados miembros. En esa línea pide a la Comisión que elabore iniciativas de apoyo a la reestructuración social, urbanística y medioambiental de las periferias urbanas, y recomienda el fomento de la Agenda Local 21 para la utilización de los fondos europeos como instrumento principal a la hora de llevar a cabo amplios procesos participativos.

Libro Verde de la Comisión Europea Hacia una nueva cultura de la movilidad urbana (COM (2007) 551 final, de 29 de septiembre de 2007)
Con este documento la Comisión Europea intenta abrir el debate respecto de los problemas que en este momento plantea el transporte urbano. Para ello se parte de la premisa de que las ciudades europeas, aunque son muy diversas, se enfrentan en este ámbito a dificultades similares y deben intentar buscar soluciones comunes. El objetivo es intentar buscar, en colaboración con todos los interesados, las respuestas a los problemas, tanto medioambientales como de otro tipo, como por ejemplo el incremento del número de accidentes. La finalidad es la adopción de una estrategia europea de movilidad que garantice que el transporte urbano es más fluido, ecológico, inteligente, accesible, seguro y protegido. La cuestión se enfoca desde una pluralidad de puntos de vista, desde la posible utilización de los diversos medios de transporte para la movilidad urbana hasta el diseño de otro tipo de instrumentos, como los financieros, que permitan avanzar hacia esa estrategia europea.

INICIATIVAS Y PROGRAMAS
Son muchos y muy diversos los ámbitos en los que las autoridades locales pueden acudir a la Unión Europea para acceder a financiación que les permita poner en marcha acciones innovadoras. A continuación mencionaremos las convocatorias que en este momento se encuentran abiertas, incluyendo una breve descripción de los elementos fundamentales de cada programa, y después señalaremos algunos programas que creemos que pueden ser de interés aunque no haya una convocatoria abierta en este momento. 

Antes de eso hagamos un recordatorio de los diferentes sectores en los que se han abierto iniciativas de interés para los entes locales: 

1. Asuntos Sociales

— Programa DAPHNE: Contra la violencia contra niños y mujeres

— Protección civil

— Política social, realización de estudios acerca de la evolución demográfica.

— Progress (Empleo, Protección e inclusión social; no discriminación y diversidad, Igualdad de género).

2. Cultura
3. Educación (Aprendizaje Permanente)

4. Energía Inteligente para Europa (permite aplicar la legislación comunitaria)

5. Ciudadanía Europea Activa

6. Juventud

7. Medio ambiente

8. Sociedad de la información: (eParticipación o participación electrónica en la toma de decisiones)

A. Convocatorias abiertas

1. Programa de aprendizaje permanente

El objetivo general de este programa es contribuir al desarrollo de la Unión Europea como sociedad del conocimiento avanzada, con un crecimiento económico sostenible, más y mejores puestos de trabajo y una mayor cohesión social, garantizando al mismo tiempo una buena protección del medio ambiente en beneficio de las generaciones futuras. En particular, pretende estimular el intercambio, la cooperación y la movilidad entre los sistemas de educación y formación dentro de la Comunidad, de modo que se conviertan en una referencia de calidad mundial.

Los entes locales pueden acceder a dos de los cuatro subprogramas existentes: 

— Leonardo da Vinci, que atiende a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todos los participantes en la educación y formación profesional, entendida en sentido amplio, así como de los centros y organizaciones que imparten o facilitan esa educación y formación.

— Grundtvig, que responde a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de los participantes en todas las formas de educación de adultos, así como de los centros y organizaciones que imparten o facilitan esa educación.

Las convocatorias abiertas en este periodo son las siguientes:

1. Movilidad de Leonardo da Vinci y Grundtvig (8 de febrero):

El programa Leonardo da Vinci presta apoyo a los siguientes tipos de movilidad:

— Formación Profesional en el extranjero o estancias de formación en empresas. Se otorgará una ayuda a los proyectos que organicen estancias de formación de:

• Personas que cursan Formación Profesional inicial.

• Personas que se preparan para su inserción en el mercado laboral, incluidos los titulados.

— Movilidad de los profesionales de Formación Profesional. Se otorgarán ayudas a los proyectos que organicen intercambios de experiencias y favorezcan la formación continua de las personas responsables de la Formación Profesional, tales como personal formador, docente, orientador, asesores en empresas así como los responsables de centros de formación, de la planificación de la formación, de la orientación profesional, etc.

Grundtvig solo permite movilidad de formadores. 

2. Proyectos multilaterales (29 de febrero)

Leonardo

Los proyectos de transferencia de innovación tienen por objeto identificar una (o varias) soluciones innovadoras y adaptarlas para su puesta en práctica en otros países, mientras que los proyectos de desarrollo de la innovación tienen por finalidad elaborar una solución totalmente novedosa con el propósito de ayudar a varios países a afrontar un reto común aún sin resolver. Entre los objetivos de estos Programas pueden mencionarse los siguientes:

— Calidad de los sistemas y de las prácticas de educación y Formación Profesional. Con este objetivo pueden llevarse a cabo medidas como las siguientes: desarrollar asociaciones y fomentar la cooperación entre los principales agentes de la Formación Profesional –centros de formación, interlocutores sociales, empresas e industrias, municipios, regiones, etc.-, en particular en lo que se refiere a la detección temprana de la necesidad en cuanto a competencias, y oferta formativa, así como las referidas a estudiantes con dificultades.

— Formación continua del profesorado y del personal formador.

Gruntvig

Se otorgarán ayudas a los proyectos que demuestren capacidad para producir innovación y/o para difundir innovación y buenas prácticas en Europa. En el marco de esta convocatoria de propuestas, tendrán prioridad los proyectos que desarrollen su trabajo en sectores relacionados con las prioridades temáticas siguientes:

— Integración del marco común sobre competencias básicas para el aprendizaje permanente en los itinerarios educativos para las personas adultas: la apertura del acceso a las competencias básicas fundamentales, tales como la aptitud para leer y escribir, competencia matemática, competencias básicas en ciencia y tecnología, y competencia digital; la ayuda al alumnado adulto para desarrollar competencias transversales tales como las competencias sociales, cívicas, culturales, interculturales, de espíritu de iniciativa y empresarial, con el fin de permitirles adaptarse a una sociedad en constante cambio así como a las necesidades del mercado laboral; la mejora de la valoración del aprendizaje formal y no formal en los distintos; itinerarios educativos. Debería prestarse especial atención a evaluar de qué forma los marcos y principios establecidos pueden ser aplicados a sus necesidades específicas; la consideración de las diferentes necesidades del alumnado adulto.

— Aprendizaje de personas mayores; aprendizaje intergeneracional. En este ámbito se consideran incluidas acciones como: transferencia de conocimientos, métodos y buenas prácticas en la enseñanza de las personas mayores; identificación de las necesidades de aprendizaje de las personas mayores y el desarrollo de estrategias para la satisfacción de estas necesidades (por ejemplo, creando lugares de aprendizaje en los centros o bibliotecas públicas locales); proveer a las personas mayores de las herramientas y competencias necesarias que les permitan afrontar los cambios, prestando especial atención a las competencias relativas a las TIC; la identificación de modelos eficaces que permitan utilizar el potencial de los ciudadanos y ciudadanas mayores para contribuir al aprendizaje de otras personas (por ejemplo, recogiendo y compartiendo buenas prácticas a través de las cuales las personas jubiladas permanecen activas como educadoras y formadoras en el ámbito de la educación de personas adultas).

— Salud y educación de los consumidores y consumidoras. Se refiere a las competencias básicas relativas a la comprensión de la información proporcionada por los productos alimenticios a través del etiquetaje, la publicidad, la comercialización y otros canales; la comprensión básica sobre la forma en que los mensajes sobre los modos de vida son percibidos en los diferentes países y por los distintos grupos sociales, así como la forma en que conviene dirigirse a los públicos más vulnerables y con un nivel educativo más bajo.

2. Programa ciudadanos con Europa

Este Programa pretende dar a los ciudadanos la oportunidad de participar en la construcción de una Europa cada vez más cercana, democrática y orientada internacionalmente, unida y enriquecida gracias a su diversidad cultural, y de este modo, desarrollar la ciudadanía de la Unión Europea; forjar una identidad europea, basada en valores, historia y cultura comunes; fomentar el sentimiento de pertenencia a la Unión Europea entre sus ciudadanos; mejorar la tolerancia y la comprensión mutua entre los ciudadanos europeos en el respeto y la apreciación de la diversidad cultural y lingüística, a la vez que se favorece el diálogo intercultural.

El programa sustituye al anterior Promoción de la ciudadanía europea activa (2004-2006), incorporando las líneas dirigidas a organizaciones de la sociedad civil, a la conservación de la memoria histórica (anteriormente dentro del programa Cultura) y al programa Hermanamiento de municipios. 

El Programa presenta las siguientes prioridades horizontales: Valores europeos (libertad, democracia, derechos humanos, diversidad cultural, tolerancia y solidaridad), ciudadanía europea activa, diversidad lingüística y cultural e igualdad (equilibrio de género y solidaridad intergeneracional)

En cuanto a su estructura incluye cuatro líneas de acción, de las que únicamente mencionaremos dos de ellas, aquellas en las que pueden participar los entes locales.

Acción 1: Ciudadanos activos con Europa (45 % del presupuesto total del Programa, como mínimo). Dentro de esta acción se insertan varias medidas.

MEDIDA 1: Hermanamientos de ciudades
Esta primera medida está destinada a actividades que implican o promueven intercambios directos entre ciudadanos europeos a través de su participación en hermanamientos de ciudades. Pueden ser actividades puntuales o experimentales, o bien adoptar la modalidad de acuerdos estructurados, plurianuales o con varios socios, con arreglo a un planteamiento más programado, y que comprendan una serie de actividades desde reuniones de ciudadanos hasta conferencias o seminarios específicos sobre asuntos de interés común, junto con publicaciones relacionadas, todo ello organizado en el contexto de las actividades de hermanamiento. 

Plazos de presentación:

FASE

ENCUENTROS QUE EMPEZARÁN
PLAZO DE PRESENTACIÓN
1


Entre 1 de enero y 31 de marzo

1 de septiembre del año anterior

2


Entre 1 de abril y 31 de mayo

1 de diciembre del año anterior

3


Entre 1 de junio y 31 de julio

1 de febrero del mismo año

4


Entre 1 de agosto y 30 de septiembre
1 de abril del mismo año

5


Entre 1 de octubre y 31 de diciembre
1 de junio del mismo año

Comunicación de los resultados

FASE

RESULTADO PREVISTO DEL PROCEDIMIENTO DE SELECCIÓN
1


No más tarde del 1 de diciembre

2


No más tarde del 1 de marzo

3


No más tarde del 1 de mayo

4


No más tarde del 1 de julio

5


No más tarde del 1 de septiembre

El importe máximo de la subvención ascenderá a 20 000 € por proyecto. Si el cálculo basado en las cantidades a tanto alzado diera como resultado una cantidad superior a 20 000 €, se aplicará este tope a la subvención.

La subvención mínima ascenderá a 2 000 € por proyecto. Si el cálculo basado en las cantidades a tanto alzado diera como resultado una cantidad total inferior a 2 000 €, no se concederá ninguna subvención.

MEDIDA 2: Proyectos de ciudadanos y medidas de apoyo
Las autoridades locales deben enfrentarse regularmente a nuevos problemas e intervienen en la aplicación de un nutrido número de políticas, a menudo relacionadas con procesos y cambios que tienen lugar a escala europea. La creación de redes temáticas entre municipios en torno a temas de interés común parece ser un medio importante para facilitar debates informados y el intercambio de buenas prácticas.

Por consiguiente, el presente Programa apoya las conferencias y talleres temáticos en los que participen un mínimo de tres ciudades y que se desarrollen en el marco del hermanamiento de ciudades. Estos eventos deben ser hitos para la creación de redes y deben fomentar el desarrollo de una cooperación duradera, dinámica y polifacética entre ciudades hermanadas. Asimismo pueden recibir financiación las herramientas de comunicación producidas en el contexto de estos eventos con el fin de promover una creación de redes temáticas estructuradas y sostenibles. Los proyectos reunirán a ciudadanos de entornos diferentes que actuarán juntos o debatirán sobre cuestiones europeas de manera que se desarrolle la comprensión mutua y aumente su sensibilización sobre el proceso de integración europea.

Plazos de presentación: 

PARA EVENTOS QUE EMPIECEN


PLAZO DE PRESENTACIÓN
Entre 1 de abril de 2009 y 31 de marzo de 2010

1 de diciembre del 2008

Entre 1 de abril de 2010 y 31 de marzo de 2011

1 de diciembre del 2009

Entre 1 de abril de 2011 y 31 de marzo de 2012

1 de diciembre del 2010

Entre 1 de abril de 2012 y 31 de marzo de 2013

1 de diciembre del 2011

Entre 1 de abril de 2013y 31 de marzo de 2014

1 de diciembre del 2012

Los resultados se comunicarán el 1 de marzo de cada año y la lista de proyectos seleccionados podrá consultarse en http://eacea.ec.europa.eu/citizenship/index_en.htm.

La cuantía mínima de la subvención es de 3.500 €. Esa cuantía se calcula con respecto a las tarifas indicadas por la UE en cuanto a viajes, dietas y estancias. Si en el cálculo de la subvención se obtuviera una cantidad inferior a 3.500 € no se procedería a la financiación de la acción presentada.

Las organizaciones locales, regionales, nacionales o a escala europea de la sociedad civil involucran a los ciudadanos o representan sus intereses a través de debates, publicaciones, defensa de causas u otros proyectos transnacionales concretos. La introducción o el refuerzo de la dimensión europea en las actividades de estas organizaciones les permitirá mejorar sus capacidades y alcanzar a públicos más amplios.

Acción 4: Memoria histórica activa de Europa (4 % del presupuesto total del Programa). Dentro de esta acción, podrán apoyarse proyectos destinados a:

— preservar los lugares principales y los monumentos relacionados con las deportaciones masivas, los antiguos campos de concentración y los lugares de martirio y exterminación a gran escala del nazismo, así como los archivos que documentan esos actos, y los destinados a mantener vivo el recuerdo de las víctimas y la memoria de aquellos que, en condiciones extremas, salvaron a personas del Holocausto;

— conmemorar a las víctimas de los exterminios y deportaciones masivas asociados con el estalinismo, así como preservar los monumentos y archivos que documentan esos actos.

La fecha límite para la entrega de solicitudes con arreglo a esta medida es el 30 de abril de cada año, y la comunicación del resultado del proceso de selección a los solicitantes se llevará a cabo en julio de cada año. La lista de proyectos seleccionados se publicará en: http://eacea.ec.europa.eu/citizenship/index_en.htm.

La subvención cubre el 60% de los costes de la acción, con un tope máximo de 400.000 €. Los proyectos con un presupuesto inferior a 10.000 € no recibirán financiación.

B. Otros programas de interés

1. Medio ambiente: Programa LIFE+

Con convocatoria anual, este año la fecha límite fue el 30 de noviembre de 2007.

El objetivo general de LIFE+ es contribuir a la aplicación, actualización y desarrollo de la política y la legislación comunitarias en materia de medio ambiente, incluida la integración del medio ambiente en otras políticas, con lo cual contribuirá al desarrollo sostenible. 

LIFE+ consta de tres ámbitos temáticos:

1. Naturaleza y biodiversidad: Orientado a la protección, conservación, restauración, supervisión y desarrollo del funcionamiento de los sistemas naturales, los hábitats naturales, y la flora y la fauna silvestres, con el fin de detener la pérdida de biodiversidad; contribuir a la aplicación de la política y la legislación comunitarias en materia de naturaleza y biodiversidad; respaldar el desarrollo y aplicación de la red Natura 2000 y respaldar la concepción y aplicación de planteamientos e instrumentos para el seguimiento y la evaluación de la naturaleza y la biodiversidad y los factores, presiones y reacciones que tengan una incidencia sobre los mismos, entre otros.

2. Política y gobernanza medioambiental: Las áreas de acción son: cambio climático, agua (mejora de la calidad con vistas a elaborar el primer plan hidrográfico de cuenca a más tardar en 2009), aire; suelo (uso sostenible y restauración de suelos degradados), medio ambiente urbano, ruido, medio ambiente y salud; recursos naturales y residuos (gestión y el uso sostenibles de los recursos naturales, mejora del comportamiento medioambiental de los productos, modelos de producción y consumo sostenibles, la prevención, recuperación y reciclado de residuos), enfoques estratégicos; gobernanza (conseguir una mejor gobernanza en el ámbito del medio ambiente, incluida una mayor concienciación de los ciudadanos europeos sobre los asuntos medioambientales y su participación en el proceso de toma de decisiones en materia medioambiental)

3. Información y comunicación: Garantizar un flujo de información regular y eficaz para proporcionar una base para la toma de decisiones en el ámbito de la política medioambiental y proporcionar a los ciudadanos información accesible sobre las situación y las tendencias del medio ambiente: divulgación de información, etiquetado ecológico, fomento de la sensibilización y desarrollo de capacidades específicas en torno a los temas medioambientales, incluida la prevención de incendios forestales.

Entre las medidas a financiar se incluyen las siguientes: formación, talleres de trabajo y reuniones, incluida la formación de agentes que participen en iniciativas de prevención de incendios forestales; constitución de redes y plataformas de buenas prácticas; acciones de información y comunicación, incluidas campañas de sensibilización y, en particular, campañas de sensibilización a los incendios forestales;

2. Cultura 2000

Se trata de un programa con convocatoria anual. Este año se cerró el 31 de octubre y esta fecha suele respetarse anualmente.

El Programa forma parte del compromiso continuo asumido por la Unión Europea para realzar un espacio cultural compartido por los europeos y basado en una herencia cultural común mediante el fomento de la cooperación cultural entre los creadores, los operadores culturales y las instituciones culturales de los países que participan en el Programa, con objeto de promover el sentimiento de ciudadanía europea. El programa se configura como la segunda etapa del programa Cultura que ya se implementó durante el período 2000-2006. Los objetivos específicos de la nueva etapa del Programa serán: promover la movilidad transnacional de los agentes culturales, fomentar la circulación transnacional de obras y productos artísticos y culturales y favorecer el diálogo intercultural.

Como en el caso de otros programas, recogemos sólo las líneas en las que pueden participar los entes locales.

— Proyectos plurianuales de cooperación
Proyectos de cooperación cultural duraderos y estructurados a fin de reunir a través de toda Europa la calidad y experiencia específicas de los operadores culturales. En cada proyecto de cooperación participarán al menos seis operadores de seis países diferentes participantes en el Programa. 

Los proyectos de cooperación se seleccionan mediante convocatorias de propuestas. El apoyo comunitario no podrá exceder del 50 % del presupuesto del proyecto y tendrá carácter regresivo. No podrá ser superior a 500.000 € al año para todas las actividades de los proyectos de cooperación y se concederá durante un periodo de tres a cinco años.

— Acciones de cooperación
El Programa apoya acciones de cooperación cultural de carácter sectorial o intersectorial entre operadores europeos. Se presta especial atención a la creatividad y a la innovación. Cada acción debe haber sido proyectada y realizada en régimen de asociación por al menos tres operadores culturales de tres países participantes diferentes, independientemente de que pertenezcan a uno o a varios sectores. Las acciones se seleccionan mediante convocatorias de propuestas. El apoyo comunitario no podrá exceder del 50 % del presupuesto del proyecto. No podrá ser inferior a 50.000 € ni superior a 200.000 €. Este apoyo se concederá por un periodo máximo de 24 meses.

3. Daphne

Según la información existente, la convocatoria estaba prevista para este octubre o noviembre pero no ha sido convocada todavía. El objetivo de este Programa es combatir la violencia contra las mujeres y los niños y promover acciones por la igualdad de oportunidades en Europa así como los diferentes aspectos de este problema (violencia en el hogar, violencia en los colegios, violencia en el trabajo, explotación sexual, repercusiones en la salud, rehabilitación de los maltratadores...). Entre las actividades a financiar se incluyen las siguientes:

— Identificación e intercambio de buenas prácticas y experiencias de trabajo haciendo especial hincapié en el desarrollo de medidas de prevención y asistencia a las víctimas. 

— Estudios e investigaciones. 

— Trabajo de campo que permita la implicación de los afectados en las diferentes fases de los proyectos: diseño de actividades, desarrollo y evaluación de resultados. 

— Creación y mantenimiento de redes multidisciplinares. 

— Formación y diseño de materiales educativos. 

— Desarrollo y puesta en marcha de programas de tratamiento y apoyo a las víctimas y personas en riesgo así como de los perpetradores. 

— Desarrollo de acciones de sensibilización centradas en grupos objetivos muy específicos.
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